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de hechos probados elementos fácticos que sustancial-
mente varíen la acusación, ni realizar, consecuentemente, 
la subsunción de ellos. No obstante, este condiciona-
miento no implica que el juzgador no tenga autonomía 
suficiente para redactar los hechos conforme a su libre 
apreciación de la prueba, incluyendo aspectos circunstan-
ciales que no muten la esencia de lo que fue objeto de 
controversia en el debate procesal (STC 228/2002, de 9 de 
diciembre, FJ 5, por todas).

3. La aplicación de la doctrina expuesta al presente 
caso conduce a la estimación del amparo solicitado. En 
efecto, el examen de las actuaciones evidencia que tanto 
el Ministerio Fiscal como la acusación particular dirigie-
ron la acusación contra el recurrente en amparo por los 
hechos acaecidos el 29 de diciembre de 2000, versando el 
debate procesal en torno a los sucesos de esa fecha, 
entendiendo el Fiscal que los hechos eran constitutivos 
de una falta de lesiones y de otra de amenazas, mientras 
que la acusación particular consideró que constituían un 
delito de lesiones y otro de amenazas. A su vez, del conte-
nido del recurso de apelación interpuesto por la acusa-
ción particular contra la Sentencia de instancia, que con-
denó al demandante de amparo como autor de una falta 
de lesiones y le absolvió de la falta de amenazas y de los 
delitos de lesiones y amenazas, se deduce que la acusa-
ción particular basó su discrepancia con la Sentencia, por 
lo que aquí interesa, en la circunstancia de que el Juez de 
lo Penal no había apreciado en la conducta del acusado 
en la referida fecha la existencia de un delito de amena-
zas. No obstante, la Audiencia Provincial, tras confirmar el 
criterio del Juez a quo en cuanto a la condena efectuada 
por una falta de lesiones, condenó además al acusado a la 
pena de un año de prisión como autor de un delito de 
amenazas, pero no por los hechos a los que se habían 
referido el Ministerio Fiscal y la acusación particular en 
sus escritos de calificación –y esta última en su recurso de 
apelación–, sino añadiendo a los hechos declarados pro-
bados de la Sentencia de instancia unas amenazas profe-
ridas con posterioridad, en concreto el 22 de enero de 
2001, a las que había aludido el denunciante en su decla-
ración ante el Juzgado de Instrucción el día 26 de enero 
de 2001, pero que no habían sido objeto de acusación en 
el proceso.

En consecuencia, habiéndose tenido en cuenta por la 
Sentencia de apelación para condenar al acusado por un 
delito de amenazas hechos que no habían sido objeto de 
debate ni en el proceso de instancia ni en el recurso de 
apelación, por lo que el acusado no tuvo oportunidad de 
ejercer su derecho a la defensa contradictoria, se ha de 
considerar infringido el principio acusatorio y con él los 
derechos del recurrente a la defensa y a ser informado de 
la acusación (art. 24.2 CE), con la consiguiente declara-
ción de nulidad de la Sentencia impugnada en amparo en 
el extremo relativo a la condena por delito de amenazas.

4. La estimación del recurso de amparo de acuerdo 
con el razonamiento expuesto nos exime de analizar la 
segunda queja del recurrente, relativa a la vulneración de 
los derechos a un proceso con todas las garantías y a la 
presunción de inocencia (art. 24.2 CE), por haber sido con-
denado en apelación como autor de un delito de amena-
zas sin haberse celebrado vista pública y con infracción, 
por tanto, de los principios de publicidad inmediación y 
contradicción (en aplicación de la doctrina que parte de 
nuestra STC 167/2002, de 18 de septiembre), dado que 
esta queja se anuda a la existencia de una Sentencia con-
denatoria que ahora, por lo que se ha dicho más atrás, 
debemos anular precisamente en lo que se refiere al 
delito de amenazas.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Galo Poo Del-
gado y, en su virtud:

1.º Reconocer sus derechos a la defensa y a ser infor-
mado de la acusación (art. 24.2 CE).

2.º Anular parcialmente la Sentencia de la Sección 
Tercera de la Audiencia Provincial de Sevilla de 4 de junio 
de 2003, recaída en el rollo de apelación núm. 1413-2003, 
en lo que se refiere a la condena impuesta al recurrente 
en amparo como autor de un delito de amenazas, mante-
niendo el resto de sus pronunciamientos.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a doce de septiembre de dos mil 
cinco.–María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado 
Barrio.–Roberto García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodríguez-
Zapata Pérez.–Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez 
Tremps.–Firmado y rubricado. 

 16981 Sala Segunda. Sentencia 225/2005, de 12 de 
septiembre de 2005. Recurso de amparo 4892-
2003. Promovido por Surplast, S.A., y otros 
frente a la Sentencia de la Sala de lo Civil del 
Tribunal Supremo que declaró no haber lugar 
a su recurso de casación en litigio sobre recla-
mación de cantidad.
Vulneración del derecho a la tutela judicial efec-
tiva (acceso al recurso legal): inadmisión de 
recurso de casación civil por razón de la cuantía 
que incurre en error patente (STC 78/2002).

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Guillermo Jiménez Sánchez, Presidente, 
don Vicente Conde Martín de Hijas, doña Elisa Pérez Vera, 
don Eugeni Gay Montalvo, don Ramón Rodríguez Arribas 
y don Pascual Sala Sánchez, Magistrados, ha pronun-
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA
En el recurso de amparo núm. 4892-2003, promovido 

por la mercantil Surplast, S.A., don José Luis Castaños 
Yllasquez y don Francisco Sánchez Ramírez, representa-
dos por la Procuradora de los Tribunales doña María Jesús 
González Díez y asistidos por el Letrado don Arturo Martín 
de las Heras, contra la Sentencia de la Sala de lo Civil del 
Tribunal Supremo núm. 685/2003, de 3 de julio, que 
declara no haber lugar al recurso de casación núm. 3510/
97 interpuesto contra la Sentencia de la Sección Cuarta de 
la Audiencia Provincial de Málaga núm. 664/1996, de 25 
de octubre, que revocó en apelación la dictada por el Juz-
gado de Primera Instancia núm. 8 de Málaga núm. 42/
1996, de 5 de febrero, en autos de juicio de menor cuantía 
núm. 647/94 sobre reclamación de cantidad. Ha compare-
cido y formulado alegaciones el Ministerio Fiscal. Ha 
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actuado como Ponente el Magistrado don Vicente Conde 
Martín de Hijas, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes
1. Mediante escrito presentado en el Registro Gene-

ral de este Tribunal el día 24 de julio de 2003 doña María 
Jesús González Díez, Procuradora de los Tribunales, en 
nombre y representación de la mercantil Surplast, S.A., 
don José Luis Castaños Yllasquez y don Francisco Sán-
chez Ramírez, interpuso recurso de amparo contra la reso-
lución judicial a la que se ha hecho mención en el encabe-
zamiento de esta Sentencia.

2. En la demanda de amparo se recoge la relación de 
antecedentes fácticos que a continuación sucintamente 
se extracta:

a) La mercantil Subtropicales El Rocío, S.A. (SUB-
TROSA), interpuso demanda de juicio declarativo de 
menor cuantía en reclamación de cantidad contra los 
ahora recurrentes en amparo –la mercantil Surplast, S.A., 
don José Luis Castaños Yllasquez y don Francisco Sán-
chez Ramírez-, solicitando se condenase solidariamente a 
los demandados al pago de la cantidad de cuatro millones 
de pesetas (4.000.000 pesetas) de principal, nacidas del 
libramiento de letras de cambio, y quinientas treinta y 
cinco mil sesenta y cuatro pesetas (535.064 pesetas) en 
concepto de intereses devengados hasta la fecha, así 
como a los intereses legales y al abono de las costas pro-
cesales.

Admitida a trámite la demanda por el Juzgado de Pri-
mera Instancia núm. 8 de Málaga, los ahora recurrentes 
en amparo contestaron a la demanda oponiéndose a las 
pretensiones formuladas de contrario, solicitando se dic-
tase Sentencia absolviéndoles de los pedimentos de la 
parte actora, con expresa imposición a ésta de las costas 
causadas. En el mismo escrito de contestación a la 
demanda, con la debida separación, los ahora recurrentes 
en amparo formularon demanda reconvencional ejerci-
tando la acción declarativa de restitución del cobro de lo 
indebido, solicitando se tuviera por formulada reconven-
ción contra la actora por la cantidad de seis millones 
treinta y siete mil doscientas cinco pesetas (6.037.205 
pesetas), más los intereses legales, imponiéndole las cos-
tas de proceso por temeridad y mala fe.

b) El Juzgado de Primera Instancia núm. 8 de Málaga 
dictó la Sentencia núm. 42/1996, de 5 de febrero, en la 
que, desestimando la demanda interpuesta por la mer-
cantil Subtropicales El Rocío, S.A., contra los ahora recu-
rrentes en amparo, absolvió a éstos de los pedimentos 
contenidos en la demanda, condenando a la actora al 
pago de las costas procesales y, estimando parcialmente 
la demanda reconvencional, condenó a la actora-reconve-
nida a pagar a la demandada-reconveniente la suma de 
tres millones setecientas treinta y nueve mil novecientas 
treinta y nueve pesetas (3.739.939 pesetas), más los inte-
reses devengados a partir de la fecha de la Sentencia, 
calculados al tipo del interés legal del dinero incremen-
tado en dos puntos, sin expresa imposición de las costas 
procesales de la reconvención.

c) La actora-reconvenida –la mercantil Subtropicales 
el Rocío, S.A. (SUBTROSA)– interpuso recurso de apela-
ción contra la anterior Sentencia, cuya sustanciación 
correspondió a la Sección Cuarta de la Audiencia Provin-
cial de Málaga, en el que impugnó en su integridad el 
pronunciamiento del Juzgado de Primera Instancia en lo 
que le resultaba perjudicial, esto es, tanto la desestima-
ción de la demanda de cuatro millones de pesetas 
(4.000.000 pesetas) de principal y quinientas treinta y 
cinco mil sesenta y cuatro pesetas (535.064 pesetas) de 
intereses, más intereses legales y costas, como la estima-
ción parcial de la reconvención por la suma de tres millo-

nes setecientas treinta y nueve mil novecientas treinta y 
nueve pesetas (3.739.939 pesetas).

Los ahora recurrentes en amparo formularon escrito 
de adhesión a la apelación, solicitando la revocación par-
cial de la Sentencia de instancia, con estimación total de 
la reconvención, interesando, en consecuencia, que se 
condenase a la actora-reconvenida por el importe total de 
seis millones treinta y siete mil doscientas cinco pesetas 
(6.037.205 pesetas) que se solicitó en la demanda recon-
vencional.

d) La Sección Cuarta de la Audiencia Provincial de 
Málaga dictó la Sentencia núm. 664/1996, de 25 de octu-
bre, en la que, estimando el recurso de apelación de la 
actora-reconvenida y rechazando la adhesión formulada 
por los ahora demandantes de amparo, revocó la Senten-
cia de instancia, estimó parcialmente la demanda, conde-
nando a los ahora recurrentes en amparo a abonar a la 
actora la suma de cuatro millones de pesetas (4.000.000) 
reclamada en concepto de principal, más los intereses 
desde el vencimiento de las cambiales hasta la fecha de la 
interposición de la demanda e intereses legales desde la 
fecha de la reclamación judicial, y desestimó la reconven-
ción formulada, absolviendo a la actora-reconvenida de la 
pretensión de condena deducida en su contra, sin imposi-
ción de las costas causadas con la demanda principal, 
siendo de cuenta de los ahora recurrentes en amparo las 
causadas con la reconvención.

e) Los ahora demandantes de amparo interpusieron 
recurso de casación contra la Sentencia de apelación, 
solicitando se dictase Sentencia en la que, casando la 
resolución recurrida, se desestimara el recurso de apela-
ción interpuesto por la actora-reconvenida y se estimase 
la adhesión a la apelación formulada por los ahora 
demandantes de amparo contra la Sentencia del Juzgado 
de Primera Instancia núm. 8 de Málaga núm. 42/1996, de 
5 de febrero, con revocación parcial de la misma en 
cuanto a la desestimación total de la demanda reconven-
cional, condenando a la actora-reconvenida al pago a los 
solicitantes de amparo de la cantidad de seis millones 
treinta y siete mil doscientas cinco pesetas (6.037.205 
pesetas), más los intereses legales desde la fecha de la 
demanda reconvencional, con imposición de costas en 
primera y segunda instancia a la parte recurrida.

f) La Sala de lo Civil del Tribunal Supremo, pese a 
que por Auto de 14 de septiembre de 1998 admitió el 
recurso de casación, dictó la Sentencia núm. 685/2003, de 
3 de julio, en la que declaró la inadmisibilidad del recurso 
de casación al entender que la cuantía litigiosa determi-
nante del acceso a la casación no excedía del límite de 
seis millones de pesetas [art. 1687.1 c) LEC 1881, en la 
redacción dada por la disposición transitoria segunda de 
la Ley 10/1992, de 30 de abril, de medidas urgentes de 
reforma procesal].

3. En cuanto a la fundamentación jurídica de la 
demanda de amparo, se invoca en ésta, frente a la Sen-
tencia de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo, la vulne-
ración del derecho a la tutela judicial efectiva, en su ver-
tiente de derecho de acceso al recurso (art. 24.1 CE).

Se argumenta al respecto que la Sentencia impug-
nada incurre en un error patente y en falta de razona-
miento, ya que se olvida que en la segunda instancia los 
ahora demandantes de amparo se adhirieron a la apela-
ción, en la que por lo tanto se discutía, no solo la cantidad 
reclamada en la demanda –4.000.000 pesetas de princi-
pal, más 535.064 pesetas de intereses–, sino también la 
totalidad de la cantidad reclamada en la demanda recon-
vencional –6.037.205 pesetas. En efecto, en la segunda 
instancia ninguna de las partes se aquietó a las pretensio-
nes de la otra y, por lo tanto, se volvió a discutir por la 
cantidad total reclamada tanto en la demanda como en la 
reconvención. La actora-reconvenida interesó la estima-
ción de la demanda y la desestimación de la reconven-
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ción, y la parte demandada-reconveniente la revocación 
parcial de la Sentencia de instancia, con la estimación 
total de la reconvención. Así pues, en trámite de apelación 
la cuantía litigiosa a la que alude el art. 1687.1 c) LEC 1881 
era de 4.000.000 pesetas de principal más 5.35.064 pese-
tas de intereses y 6.037.205 pesetas, cantidad esta última 
que se reclamaba en la demanda reconvencional y que 
por sí sola es superior al límite legal de los 6.000.000 
pesetas.

La cuantía litigiosa se determina, de conformidad con 
la propia jurisprudencia del Tribunal Supremo (STS, Sala 
Primera, 15 de febrero de 1997; 5 de octubre de 1999), por 
la suma de las cantidades que fueron objeto de controver-
sia en la segunda instancia (4.000.000 pesetas más 
6.037.205 pesetas), siendo en este caso superior a la exi-
gida como requisito de admisibiliad de la casación, pues 
sólo la demanda reconvencional supera los 6.000.000 
pesetas.

En definitiva, la Sentencia impugnada, al declarar la 
inadmisibilidad del recurso por la insuficiencia de la cuan-
tía, ha incurrido en un error patente por haber tenido úni-
camente en cuenta al fijar la cuantía litigiosa la cantidad 
reclamada en la demanda principal. Pero además adolece 
de una falta de razonamiento o motivación respecto a por 
qué no se tiene en cuenta la cuantía de la demanda recon-
vencional.

Concluye el escrito de demanda suplicando del Tribu-
nal Constitucional que, tras los trámites pertinentes, dicte 
Sentencia en la que se otorgue el amparo solicitado y se 
declare la nulidad de la Sentencia de la Sala de lo Civil del 
Tribunal Supremo núm. 685/2003, de 3 de julio, retrotra-
yendo las actuaciones para que por dicha Sala se admita 
el recurso de casación con base en la cuantía litigiosa y se 
pronuncie sobre el fondo del asunto.

4. La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, por 
providencia de 31 de marzo de 2005, acordó admitir a trá-
mite la demanda y, en aplicación de lo dispuesto en el art. 
51 LOTC, dirigir atentas comunicaciones a la Sala de lo 
Civil del Tribunal Supremo, a la Sección Cuarta de la 
Audiencia Provincial de Málaga y al Juzgado de Primera 
Instancia núm. 8 de Málaga, a fin de que, en plazo que no 
excediese de diez días, remitiesen, respectivamente, cer-
tificación o fotocopia adverada de las actuaciones corres-
pondientes al recurso de casación núm. 3510/97, al rollo 
de apelación civil núm. 289/96 y a los autos de menor 
cuantía núm. 647/94, debiendo el Juzgado de Primera Ins-
tancia emplazar previamente a quienes hubieran sido 
parte en el procedimiento, a excepción de los demandan-
tes de amparo, para que, si lo deseasen, pudieran compa-
recer en el plazo de diez días en el recurso de amparo.

5. Por diligencia de ordenación de la Secretaría de la 
Sala Segunda del Tribunal Constitucional, de 19 de mayo 
de 2005, se acordó dar vista de las actuaciones recibidas 
a la parte recurrente y al Ministerio Fiscal por plazo común 
de veinte días, dentro del cual pudieron presentar las ale-
gaciones que estimaron pertinentes, de conformidad con 
lo dispuesto en el art. 52.1 LOTC.

6. La representación procesal de los recurrentes en 
amparo evacuó el trámite de alegaciones conferido 
mediante escrito registrado en fecha 16 de junio de 2005, 
en el que dio por reproducidas las efectuadas en la 
demanda de amparo.

7. El Ministerio Fiscal evacuó el trámite de alegacio-
nes conferido mediante escrito registrado el día 21 de 
junio de 2005, en el que interesó la estimación de la 
demanda de amparo.

Tras referirse a la doctrina de este Tribunal sobre el 
derecho de acceso a los recursos (STC 258/2000, FJ 2) y 
sobre el error patente con trascendencia constitucional 
(STC 114/2004, FJ 3), así como a los antecedentes fácticos 
del recurso de amparo, el Ministerio Fiscal considera que 

la Sentencia impugnada, al inadmitir el recurso de casa-
ción por razón de la cuantía, incurre en un error que es 
inmediatamente verificable como patente y además 
determinante de la decisión adoptada, sin que quepa atri-
buir culpa alguna a los demandantes de amparo. En 
efecto, en la citada Sentencia (fundamento jurídico 
segundo, primer párrafo) se parte de un error, cuando se 
dice que la cuantía del pleito es de 4.000.000 de pesetas 
de principal y de 535.064 pesetas de intereses y que «tal 
suma fue aceptada de adverso», pues esta afirmación no 
es real, y supone desconocer la reclamación de los 
demandados y ahora recurrentes en amparo por vía de 
reconvención de una cantidad que supera el tope de los 
6.000.000 pesetas de acceso entonces a la casación. Tal 
concepto venía además reconocido en la propia LEC 1881, 
en cuyo art. 498.17 se tenía en cuenta para determinar la 
cuantía litigiosa la cuantía de la demanda reconvencional.

De otro lado cabe apreciar que la propia Sentencia es 
incoherente entre lo que argumenta en su fundamenta-
ción jurídica y sus propios antecedentes de hecho, ya que 
en éstos, al plasmar las incidencias procesales hasta la 
casación, se hace eco de la demanda reconvencional y de 
su cuantía (antecedente de hecho primero, párrafo 
segundo). Asimismo se trascribe el fallo de la Audiencia 
Provincial en el que se recoge la desestimación de la 
adhesión a la apelación (antecedente de hecho segundo), 
lo que prueba de modo indiscutible, a juicio del Ministerio 
Fiscal, el hecho del mantenimiento de la reclamación de la 
deuda de modo íntegro durante todo el proceso.

En consecuencia el Ministerio Fiscal interesa la anula-
ción de la Sentencia recurrida, para que se dicte otra con-
forme con el derecho a la tutela judicial efectiva, que debe 
partir de la base de que la cuantía del pleito supera el tope 
de los seis millones de pesetas, sin perjuicio de las facul-
tades de la jurisdicción ordinaria en cuanto a la admisión 
o no del recurso.

8. Por providencia de 8 de septiembre de 2005, se 
señaló para la deliberación y votación de la presente Sen-
tencia el día 12 de septiembre siguiente.

II. Fundamentos jurídicos
1. La presente demanda de amparo tiene por objeto 

la impugnación de la Sentencia de la Sala de lo Civil del 
Tribunal Supremo núm. 685/2003, de 3 de julio, por la que 
se declara la inadmisibilidad del recurso de casación 
interpuesto por los ahora solicitantes de amparo contra la 
Sentencia de la Sección Cuarta de la Audiencia Provincial 
de Málaga núm. 664/1996, de 25 de octubre, que había 
revocado en apelación la dictada por el Juzgado de Pri-
mera Instancia núm. 8 de Málaga núm. 42/1996, de 5 de 
febrero, en autos de juicio de menor cuantía núm. 647/94 
sobre reclamación de cantidad, al no exceder la cuantía 
litigiosa del proceso de 6.000.000 de pesetas [art. 1687.1 c) 
de la Ley de enjuiciamiento civil: LEC 1881].

Los demandantes de amparo imputan a la Sentencia 
impugnada la vulneración del derecho a la tutela judicial 
efectiva, en su vertiente de derecho de acceso al recurso 
(art. 24.1 CE), ya que entienden que la Sala, al inadmitir el 
recurso de casación por insuficiencia de la cuantía, incu-
rre en un error patente, al tener en cuenta, para fijar la 
cuantía del proceso, únicamente la cantidad reclamada en 
la demanda principal, olvidándose de la cantidad recla-
mada en la demanda reconvencional, tanto en primera 
instancia como en apelación, superior por sí sola al límite 
legal de los 6.000.000 pesetas, establecido para acceder 
al recurso de casación. Además la decisión judicial recu-
rrida adolece de falta de razonamiento, al no motivar por 
qué no ha tenido en cuenta la cantidad reclamada en la 
demanda reconvencional.

El Ministerio Fiscal se pronuncia a favor de la estima-
ción de la demanda de amparo, al considerar que la Sen-
tencia impugnada incurre en un error patente, cuando 
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afirma que la cuantía del pleito es la cantidad reclamada 
en la demanda principal, y que ha sido aceptada por los 
demandantes de amparo, pues tal aseveración supone 
desconocer la reclamación formulada por éstos por vía de 
reconvención de una cantidad que supera el límite legal 
fijado entonces para acceder al recurso de casación.

2. El examen de la cuestión suscitada con ocasión de 
la presente demanda de amparo requiere traer a colación 
la reiterada doctrina constitucional, según la cual la deci-
sión sobre la admisión de los recursos y la verificación de 
la concurrencia de los requisitos materiales y procesales a 
que están sujetos constituye, en principio, una cuestión 
de legalidad ordinaria que corresponde determinar exclu-
sivamente a los Jueces y Tribunales en el ejercicio de la 
potestad jurisdiccional que les atribuye el art. 177.3 CE y, 
en tal consideración, cuando se alega el derecho de 
acceso a los recursos el control de constitucionalidad de 
las resoluciones judiciales que puede realizar este Tribu-
nal es meramente externo, y debe limitarse a comprobar 
si carecen de motivación, se apoyan en una causa legal 
inexistente, resultan infundadas o han incurrido en error 
material patente, en arbitrariedad o en manifiesta irrazo-
nabilidad lógica (SSTC 91/2005, de 18 de abril, FJ 2; 107/
2005, de 9 de mayo, FJ 4; 131/2005, de 23 de mayo, FJ 2, 
por todas).

Descendiendo de lo general a lo particular, centrándo-
nos en el supuesto del error material patente que se 
denuncia en este caso, este Tribunal tiene declarado que 
un error del Juez o Tribunal sobre los presupuestos fácti-
cos que le han servido para resolver el asunto sometido a 
su decisión puede determinar una infracción del derecho 
a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE). Ahora bien, para 
que se produzca tal violación es necesario que concurran 
determinados requisitos, pues no toda inexactitud o equi-
vocación del órgano judicial adquiere relevancia constitu-
cional. En primer lugar, el error ha de ser patente, mani-
fiesto, evidente o notorio, en cuanto su existencia resulte 
inmediatamente verificable de forma clara e incontrover-
tible a partir de las actuaciones judiciales, por haberse 
llegado a una conclusión absurda o contraria a los princi-
pios elementales de la lógica y la experiencia. El error ha 
de ser, en segundo lugar, determinante de la decisión 
adoptada, de forma que constituya el soporte único o fun-
damental de la resolución, su ratio decidendi; en defini-
tiva, se trata de que, comprobada su existencia, la funda-
mentación jurídica pierda el sentido y alcance que la 
justificaba, de tal modo que no pueda conocerse cuál 
hubiese sido el sentido de la resolución de no haberse 
incurrido en el mismo. Además la equivocación debe ser 
atribuible al órgano que la cometió, es decir, no imputable 
a la negligencia o mala fe de la parte, que en tal caso no 
podría quejarse, en sentido estricto, de haber sufrido un 
agravio del derecho fundamental. Por último el error ha 
de producir efectos negativos en la esfera jurídica de 
quien lo invoca (SSTC 201/2004, de 15 de noviembre, FJ 3; 
114/2005, de 9 de mayo, FJ 3, y doctrina allí citada).

3. La aplicación de la doctrina constitucional 
expuesta ha de conducir en este caso a la estimación de la 
demanda de amparo.

Como acertadamente el Ministerio Fiscal señala en su 
escrito de alegaciones, la declaración de inadmisibilidad 
del recurso de casación por no exceder la cuantía litigiosa 
del proceso de 6.000.000 pesetas incurre en un error 
material patente, en cuanto su existencia resulta verifica-
ble de forma clara e incontrovertible a partir del examen 
de las actuaciones judiciales, siendo determinante de la 
decisión adoptada e imputable exclusivamente al órgano 
judicial, habiendo producido efectos negativos en la 
esfera jurídica de los demandantes de amparo. Dicho 
yerro estriba en que la Sala de lo Civil del Tribunal 
Supremo, al fijar la cuantía del proceso, parte del erróneo 
presupuesto fáctico de que tan sólo se había formulado 

una pretensión principal de cuantía inferior a 6.000.000 
pesetas, que había sido aceptada de adverso, cuando lo 
cierto es que los ahora demandantes de amparo habían 
reclamado también por vía de reconvención a la parte 
actora, tanto en primera instancia, como en apelación, 
como con ocasión del recurso de casación, una cantidad 
superior a los 6.000.000 pesetas que como límite para el 
acceso al recurso de casación se establecía en la legisla-
ción procesal entonces vigente [art. 1687.1 c) LEC 1881].

No corresponde a este Tribunal Constitucional inter-
pretar las normas procesales reguladoras de la determi-
nación de la cuantía litigiosa del proceso, pero sí consta-
tar, de conformidad con la doctrina constitucional de la 
que se ha dejado constancia en el fundamento jurídico 
precedente, la concurrencia del presupuesto fáctico erró-
neo lesivo del derecho a la tutela judicial efectiva en el 
que se funda en este caso la decisión de inadmisión del 
recurso de casación interpuesto por los ahora demandan-
tes de amparo, a quienes ha de reponerse en la integridad 
de su derecho mediante la declaración de nulidad de la 
Sentencia impugnada.

FALLO
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-

cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido
Estimar la demanda de amparo presentada por Sur-

plast, S.A., y otros y, en su virtud:
1.º Declarar vulnerado el derecho de los recurrentes 

en amparo a la tutela judicial efectiva, en su vertiente de 
derecho de acceso al recurso (art. 24.1 CE).

2.º Restablecerlos en su derecho y, a tal fin, declarar la 
nulidad de la Sentencia de la Sala de lo Civil del Tribunal 
Supremo núm. 685/2003, de 3 de julio, por la que se declara 
que no ha lugar al recurso de casación núm. 3510/97, retro-
trayendo las actuaciones al momento inmediatamente 
anterior al de dictarse la mencionada Sentencia para que 
se dicte una nueva resolución respetuosa con el derecho 
fundamental vulnerado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a doce de septiembre de dos mil 
cinco.–Guillermo Jiménez Sánchez.–Vicente Conde Martín 
de Hijas.–Elisa Pérez Vera.–Eugeni Gay Montalvo.–Ramón 
Rodríguez Arribas.–Pascual Sala Sánchez.–Firmado y rubri-
cado. 

 16982 Sala Segunda. Sentencia 226/2005, de 12 de 
septiembre de 2005. Recurso de amparo 4980-
2003. Promovido por Técnicas para la Industria 
y el Confort, S.A., respecto a las Sentencias de 
la Audiencia Provincial de Mallorca y de un 
Juzgado de Primera Instancia de Ibiza que esti-
maron la demanda de Instalaciones Pitiusas 
Sansano, S.L., sobre reclamación de cantidad.

Vulneración del derecho a la tutela judicial 
efectiva sin indefensión: pleito civil resuelto en 
Baleares a pesar de haber sido planteada cues-
tión de competencia por inhibitoria en Madrid 
(STC 105/1987).

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Guillermo Jiménez Sánchez, Presidente, 


